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1. Estado, sociedad y politicidad: la desigual 
distribución del poder

Examinar las políticas de infancia sin que pre-
viamente se analice el Estado, su configuración y proce-
sos históricos así como sus interrelaciones con la socie-
dad, conduce inevitablemente a circunscribir dicho aná-
lisis en un muy limitado marco en el que, a lo sumo, se
podrán describir los aspectos de orden técnico instru-
mental y los efectos que las políticas han tenido en su
implementación.

Esta línea de análisis cerradamente descriptiva,
no obstante su innegable utilidad instrumental, impide ela-
borar explicaciones que, efectivamente, den cuenta de la
complejidad del proceso de elaboración y gestión de la po-
lítica pública en general y, específicamente, de las políticas
de infancia. Y, con ello, dificulta la comprensión de las
(in)estabilidades e (in)eficacias de las acciones que se des-
prenden de las políticas públicas y de las políticas sociales.

Por lo tanto, creer o asumir que las políticas
públicas y las políticas sociales son construcciones es-
trictamente técnicas adscritas al paradigma racional-
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legal de la división del poder es simplificar in extremis
la realidad.2 Mucho más en sociedades en las que el Es-
tado se configuró sobre la base de intereses particulares
-de orden patrimonialista y familiarista, principalmen-
te- que no fueron mínima o suficientemente confron-
tados y procesados ante otros intereses y expectativas
(diferenciados).

Asimismo, pensar la política pública y la políti-
ca social desde una perspectiva voluntarista, que invoca
únicamente a la “voluntad política” de instancias estatales
y de la sociedad civil y a los procedimientos de exigibili-
dad democrática es incurrir en un error de apreciación
conceptual que, además, denota cierta ingenuidad en la
acción política; las políticas públicas y las políticas socia-
les constituyen una de las dimensiones centrales de la re-
lación entre Estado y sociedad y de las relaciones que al
interior de cada uno de estos espacios se produzca. Por lo
tanto, será imprescindible un adecuado análisis de esas
múltiples, cambiantes y complejas relaciones fundadas en
acumulados diferenciados de poder y que, a la vez, se re-
configuran de acuerdo al juego del poder que se establez-
ca en la dinámica social.

Tenemos, entonces, que, ni aquella perspectiva
de cuño racional-legal en la que la producción de politici-
dad preserva equilibrios funcionales del sistema político y
de la misma sociedad ni la que afinca sus expectativas úni-
camente en las esferas decisionales de la política, conside-
ran la enorme complejidad que supone el proceso de pro-
ducción de la política pública, más aún, en contextos en
los que la relación Estado-sociedad se ha caracterizado
por desconocimientos y negaciones mutuas, donde una
entidad no se reconoce en la otra.3

Con esta puntualización, tomamos cierta dis-
tancia de los enfoques formalistas de la ciencia política y
de las restringidas orientaciones voluntaristas presentes,
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sobre todo, en las prácticas y discursos impulsadas desde
el llamado “tercer sector” y desde la institucionalidad que
funciona bajo preceptos de corte asistencialista tanto en el
diseño como en la implementación de políticas.

Cabe indicar, sin embargo, que uno u otro enfo-
que de política -como policy- puede tener sus eficacias re-
lativas, dependiendo del contexto y del particular mo-
mento histórico de una sociedad. El modelo formal-insti-
tucionalista responde, y eficazmente, a una específica
composición del tejido social que confía en su sistema de
representación, en su sistema de gobierno y en su admi-
nistración pública; en su sistema político, en general y en
el que, además, la confianza en las instituciones sociales va
más allá de expresiones comportamentales, formando
parte constitutiva de su cultura profunda.4

Cuando el Estado ha sido configurado en el
marco de un conflicto democrático,5 es decir, cuando cir-
culan y se discuten los diversos y hasta contrapuestos in-
tereses y demandas sociales, la producción de politicidad
muestra resultados en los que priman los intereses gene-
rales sobre el vasto espectro de los intereses particulares,
aun cuando éstos no se diluyan por completo y perma-
nezcan en estados de latencia a la espera de un reacomo-
do de fuerzas.

Este marco de conflictividad democrática no
constituye precisamente uno de los rasgos característicos
y relevantes de los procesos de construcción del Estado re-
publicano en las sociedades latinoamericanas y, en gene-
ral, en las sociedades expoliadas y empobrecidas del mun-
do. La configuración de los estados modernos en este tipo
de sociedades ha estado sujeta a un tipo particular de ra-
cionalidad económica expoliadora y políticamente auto-
ritaria construida sobre la base de exclusión y negación de
la mayor parte de la población agrupada en diversos seg-
mentos societales y núcleos étnicos.
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Con otras palabras, el Estado no representa la
condensación de los intereses y conflictos de todas las
(distintas) agregaciones societales y, en tal medida, nace
como una entidad extraña a la mayor parte de la pobla-
ción. No se constituye, simultáneamente, con y a partir
de una experiencia colectiva de nación sino sobre la ba-
se de un particular proceso de apropiación de lo público
basado en prácticas patrimonialistas y patrísticas ancla-
das en el imaginario familiarista de cuño monárquico-
aristocrático.

Esto significa, en el campo de la práctica políti-
ca, que la edificación de un estado excluyente, aunque
suene contradictorio, supone prácticas autoritarias como
condición de legitimidad. De hecho, tal tipo de arquitec-
tura estatal no es otra cosa que la representación política
de un determinado tipo de sociedad, también excluyente
y autoritario.

Uno de los resultados más visibles y persistentes
del proceso de génesis del Estado republicano en América
Latina y en el Ecuador ha sido un muy marcado desbalan-
ce en la correlación de fuerzas en el plano social, econó-
mico y político. Aunque estas relaciones ameriten un es-
pecífico análisis, es innegable que la desproporción en la
distribución del poder entre los diversos sectores societa-
les ha bloqueado, cuando no impedido, imaginar el Esta-
do como el espacio natural del conflicto político demo-
crático de la sociedad y, por lo tanto, como el ámbito de
procesamiento de las demandas y expectativas de los di-
versos grupos de la sociedad.

Es en este contexto general que se propone un
análisis introductorio sobre algunos de los elementos
conceptuales y ámbitos más directamente relacionados
con el campo de las políticas de infancia.
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2. Mundialización y transformaciones del
Estado

Aunque la intención central de este trabajo no es
desarrollar un análisis socio-histórico de las transforma-
ciones del Estado y su relación con la sociedad, debe decir-
se que su evolución se inscribe en el marco de las profun-
das transformaciones que, a nivel planetario, experimenta
la sociedad del capital. Así, no es sino hasta el período de
postguerra, que la mayor parte de los estados latinoameri-
canos es inducida, por una serie de determinaciones y
condicionantes geopolíticos, hacia la adopción gradual
pero forzada de los llamados modelos de desarrollo.

Tal movimiento mundializante es también ex-
presión de una cada vez más marcada desproporción y
desbalance en la distribución de poder. El Estado está su-
jeto a esta dinámica de desgaste desde adentro, por la pre-
sión de oligarquías nacionales, y, desde afuera, por el peso
de los condicionantes globales. En dichas circunstancias,
ejercer un control de la acumulación de poder en deter-
minados polos o múltiples centros de la sociedad y redis-
tribuir la riqueza social se hace cada vez más difícil.

Si a estas constataciones del decline del Estado
se añade su necesidad de sobrevivencia bajo nuevas for-
mas de gestión estatal –descentralizadas, generalmente-
que intentan generar un nuevo tipo de relaciones entre
Estado y sociedad, entre “sociedad civil” y sistema políti-
co, el escenario de las políticas públicas y sociales, lejos de
presentar signos ciertos de reconstitución institucional, se
vuelve cada vez más frágil e incierto.

La razón principal, creemos, estriba en la impo-
sibilidad e incapacidad de cumplimiento de dos de las
funciones básicas y fundamentales del Estado moderno
en una sociedad basada en un orden de relaciones de ma-
triz capitalista, a saber: a) regulación y control del mode-

155



lo de acumulación y b) redistribución de la riqueza social-
mente producida. Puesto que estas funciones han escapa-
do del ámbito de decisión y conducción gubernamental,
el Estado en su conjunto ha sido inducido y empujado por
una nueva reconfiguración concentradora de fuerzas,
económico-financieras sobre todo, hacia la adopción de
recomendaciones de política que, paradójicamente, des-
conocen la política en tanto dominio de lo público y de lo
ciudadano.

Una síntesis del resultado de este movimiento
de desgaste y desmontaje institucional del Estado –corroí-
do, además, desde sus orígenes– se expresa en:

• Ocaso y desaparición de las políticas sociales y
eclosión masiva de programas y proyectos
–compensatorios y asistencialistas- sociales.

• Privatización creciente de la política pública y
de la política social.

• Desconsolidación democrática intensificada
por efecto de las estrategias de focalización.

• Erosión acelerada de la legitimidad institucional
por superposición de ámbitos y funciones.

• Subordinación de lo social a lo económico.
• Desconfianza creciente de la población en la

institucionalidad pública.

Este agregado de factores, cuyo origen se explica
por una serie de cambios y transformaciones suscitados
en el periodo de la guerra fría y que se agudiza en las dos
últimas décadas del siglo pasado, responden coherente-
mente a la actual fase de mundialización asimétrica de las
relaciones sociales en su conjunto. Como nunca antes, hu-
bo tanta riqueza concentrada en núcleos económicos y fi-
nancieros transnacionalizados, globales y multicentrados;
y, a la vez, como nunca antes la mayor parte de la huma-
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nidad ha vivido tan sujeta a la precariedad laboral, social
y política.6

No son ya los estados, y mucho menos los esta-
dos debilitados y frágiles, los que deciden autónomamen-
te su horizonte de desarrollo en función del bien público;
la globalización neoliberal presupone dependencias y des-
regulaciones inéditas del Estado respecto de los intereses
de poderosas fuerzas económicas deslocalizadas. Incluso
los estados más consolidados institucionalmente y de ma-
yor tradición democrática están, hoy en día, sujetos a las
determinaciones y condicionamientos de un nuevo tipo
de racionalidad maximalista de obtención de rentas.7

Si a esto se agrega, en el caso de países como el
Ecuador, las orientaciones que toman los grupos econó-
micos con mayor capacidad de presión sobre el Estado
que también están atravesados por las presiones de fuer-
zas económicas globales, se puede apreciar un cuadro ge-
neral de conjunto en el que la devaluación de lo público y
de la política constituyen la característica más visible y
significativa del Estado en la actualidad.

La dinámica de apropiación privada de lo públi-
co, inherente a la dinámica de reproducción del capital en
su fase avanzada, pulveriza las visiones, estrategias y pro-
cedimentalidad de todos los dispositivos previstos por el
Estado moderno para la preservación de lo público y de
las garantías ciudadanas sustentadas en lo público.8

De forma tal que en modo alguno debe extrañar
que la política pública y, dentro de este dominio, la políti-
ca social estén absolutamente enmarcadas en dicha racio-
nalidad. Su carácter compensatorio y asistencialista es
consecuencia directa de este modelo de reproducción eco-
nómica y social.

Huelga decir que las políticas de infancia en
modo alguno son ajenas a esta racionalidad. Por el con-
trario, constituyen uno de los campos donde con mayor
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fuerza se observan intervenciones estrictamente asisten-
cialistas con el agravante de una creciente privatización y
decline de la política social que, dejando de ser política
por su extrañamiento de lo público, se reduce a progra-
mas y proyectos.

3. Arquitectura del Estado y política social

Tanto como espacio de síntesis y condensación
de los intereses contradictorios de la sociedad9 como mo-
nopolio de la violencia legítima10 ejercida en una socie-
dad, el Estado moderno ha sido el escenario en el que con
mayor claridad se ha delimitado cada una de las “instan-
cias regionales”11 que constituyen la totalidad de lo social.

Es decir, el previsto proceso de diversificación y
especialización funcional, magistralmente explicado por
Weber, adquiere visibilidad social cuando la economía y la
política se compartimentalizan formalmente a tal punto
que parecería que son dos dominios absolutamente inde-
pendientes uno del otro. Esto ocurre en el plano estricta-
mente formal de la división de órganos y funciones dedi-
cadas a uno y otro ámbito. El ámbito de la economía y las
finanzas, en la fase de globalización neoliberal, no sólo ad-
quiere niveles de autonomía y diferenciación inéditas en
la historia del Estado moderno sino que tal condición de
autonomía lo sitúa como espacio rector de la dinámica
social y política, provocando una serie de consecuencias
que han transformado y trastornado la lógica de funcio-
namiento del Estado moderno y de la política en general.

La compleja arquitectura del Estado moderno
situó a la política como la dimensión reguladora y organi-
zadora de la vida social. Naturalmente, estamos hablando
de la política en tanto bien público destinado a procesar
las múltiples y diversificadas demandas generadas por el
sistema social en su conjunto.
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La política, según esta perspectiva, cumple con
la decisiva función de preservación de lo público porque
a través de sus aplicaciones (policies) sitúa a la función re-
distributiva del Estado como una de sus responsabilidades
primordiales y como garantía de su misma existencia. Es
decir, su racionalidad funcional se justifica y comprende
por su misión de “contenedor de sociedad” (Weber) o
preservación del tejido social.

Se tiene, entonces, que detrás de las implemen-
taciones políticas (políticas públicas) o lineamientos de
acción del Estado existe siempre una política, asumida és-
ta como la concepción general ideológica dominante o
hegemónica, desde la que se orienta la acción del Estado y
de sus distintos ámbitos e instituciones.12

Este nivel o dimensión de la arquitectura del
Estado moderno no es objeto de mayores modificacio-
nes en cuanto a su estructura conceptual sino en cuan-
to a su contenido conceptual. Con otras palabras, de-
trás de las políticas públicas como productos orienta-
dos hacia la acción y puesta en acto de determinadas vi-
siones, existe siempre una política, una visión ideológi-
ca del mundo.

Y ahí es precisamente donde radica el núcleo de
las transformaciones sustantivas (de contenido) que ha-
cen la diferencia entre el Estado moderno –centrado en lo
público- y el Estado minimalista cooptado por intereses
particulares y privados. No pretendemos afirmar con ello
que existen dos tipos generales de Estado, sino únicamen-
te señalar las tendencias generales de cambio del Estado.
Imposible, por ejemplo, sostener que, en el caso ecuato-
riano, el Estado moderno (Estado de Derecho, Estado So-
cial de Derecho) no haya sido, históricamente, objeto de
apropiaciones privadas, incluso mucho antes de entrar en
la fase más intensa de desmontaje institucional del Estado
(fines de los años ochenta) propiciada por la fuerza y pre-
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siones de un nuevo tipo de políticas producidas por fuera
del marco institucional del Estado nacional.

En donde pueden apreciarse los mayores cam-
bios y transformaciones de la arquitectura del Estado des-
de la perspectiva de las políticas públicas es en los niveles
y ámbitos del diseño, planificación y gestión. Y ello, no só-
lo por efectos de una muy inducida y cuestionable moder-
nización –neoliberal- del Estado, que ha traído consigo un
repliegue forzoso de lo público y su creciente privatiza-
ción, sino que también por la misma devastación de la po-
lítica como bien público. La consecuencia mayor, en tér-
minos de políticas sociales, es que éstas han dejado paula-
tinamente de ser tales para convertirse, de modo cada vez
más visible e incluso “justificado” desde la racionalidad de
los nuevos paradigmas del desarrollo, en meros progra-
mas y proyectos sociales.

De hecho, las variaciones y cambios de la arqui-
tectura del Estado durante las dos últimas décadas del si-
glo pasado condujeron a una contradicción conceptual y
política en torno de la relación entre las políticas sociales
y el pretendido fortalecimiento de la democracia.

En un Estado cada vez más intervenido por in-
tereses corporativistas globales, la política social, además
de ser despojada de su condición de “lineamiento público
de Estado” y ser transformada en contingente “programa
social de gobierno”, se diseñó y se implementó –hasta la
presente- contrariamente a los principios universalistas
de la democracia, de sus principios igualitarios y del mis-
mo discurso de los derechos. Obviamente, el argumento
de las enormes asimetrías sociales contribuyó a justificar
todo un sofisticado dispositivo metodológico e instru-
mental conocido como focalización.

Como telón de fondo de los cambios experi-
mentados desde los años ochenta con el denominado
ajuste estructural y el aperturismo globalizador de los
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años noventa, el nuevo modelo de relaciones mundiali-
zadas impone variantes sustanciales a la idea de desarro-
llo, cuyos esfuerzos se concentran en la “superación de la
pobreza”.

La arquitectura estatal, entonces, se ha adecuado
a todo lo que este nuevo modelo requiere y, con ello, las
políticas sociales. En la medida que el Estado va perdien-
do su capacidad redistributiva, las políticas públicas tie-
nen que volverse cada vez más compensatorias, diseñadas
e implementadas bajo criterios de focalización, lo cual
equivale a reconocer que la pobreza se diversificó, pero,
sobre todo, que las políticas sociales han dejado ya de
cumplir un rol orientado hacia la reducción de desigual-
dades y de progresiva integración social para pasar a ser
aplicaciones puntuales que funcionan mientras funciona
la intervención pública o la de organismos privados.

El tránsito de la política social, que va de la asis-
tencia hacia el asistencialismo, revela también la creciente
supeditación de lo social a lo económico. En estas condi-
ciones, difícilmente la nueva arquitectura estatal puede
concebir una política social integradora que, efectivamen-
te, asista a los sectores poblacionales que requieran apoyo
estatal para lograr una integración basada en la reducción
de las desigualdades estructurales.

Lo que puede constatarse, más bien, es un des-
vanecimiento de la política social como lineamientos de
acción pública estatal frente a una creciente oferta de pro-
gramas y, más aún, de proyectos que por su propia natu-
raleza poseen un alcance limitado. Quizá por ello se expli-
que el actual frenesí de instituciones y organizaciones de
muy diverso índole por “hacer” políticas sociales sin tener
en cuenta que en la base de este tipo de producción un re-
quisito imprescindible es contar con un cierto poder acu-
mulado.

161



Cuando el principio de asistencia pública, propia
del Estado de Derecho y específicamente de las variantes
del modelo del Estado de bienestar, empieza a alterarse de-
bido a la ineficacia de las intervenciones institucionales
que no logran con su acción asistencial reducir las condi-
ciones de marginalidad y exclusión de determinados gru-
pos sociales, se produce un permanente estado de asisten-
cia que es el principal síntoma de que no se ha logrado re-
ducir las brechas sociales y, por consiguiente, tampoco se
ha logrado garantizar ciertos niveles de cohesión del tejido
social. En estas circunstancias se precisa distinguir el um-
bral que separa la acción asistencial del Estado de las inter-
venciones asistencialistas del Estado y del “tercer sector”.13

Aunque no es del caso desarrollar la distinción
conceptual que aquí se ha planteado entre asistencia y
asistencialismo, interesa destacar, al menos, dos ideas fun-
damentales al respecto: a) la asistencia estatal que, gene-
ralmente, se expresa mediante un conjunto de políticas
sociales, constituye, por un lado, el reconocimiento de que
las funciones básicas del Estado en una sociedad de matriz
capitalista siempre tendrán sus límites porque están con-
dicionadas por los principios rectores de este modelo de
reproducción social y que, por otro, no existe una contra-
dicción flagrante entre la eventual necesidad de asistencia
estatal con los principios del Estado de Derecho siempre y
cuando dicha asistencia cumpla con los propósitos de in-
tegración progresiva de individuos y grupos en la socie-
dad, aun en condiciones diferenciadas;14 b) el asistencia-
lismo, por el contrario, revela una condición de incapaci-
dad estatal para reducir las desigualdades y producir inte-
gración social; es, en suma, la demostración de que el Es-
tado no cumple con su rol regulador respecto de la acu-
mulación de la riqueza y que tampoco cumple con sus
funciones redistributivas, produciendo con ello una ma-
yor fragmentación y descomposición del tejido social.
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Adicionalmente, recubiertas en la racionalidad asistencia-
lista se presentan una serie de secuelas derivadas que tie-
nen directa relación con el mercado de las intervenciones
y proyectos dirigidos a los llamados grupos vulnerables.

4. Política pública y readecuaciones de la
política económica y política social15

Una primera, e incluso desprevenida, aproxima-
ción conceptual hacia las políticas públicas y las políticas
sociales pretenderá siempre demarcar y delimitar de ma-
nera tajante cada uno de estos ámbitos. Siendo muy legí-
tima tal aspiración, sobre todo por necesidades de distin-
ciones analíticas y metodológicas, puede afirmarse que, a
menudo, estos dos ámbitos se encuentran imbricados,
configurando fronteras porosas entre sí.

Desde una perspectiva todavía muy laxa y gene-
ral, la política pública se ubica en el espacio de articula-
ciones entre el Estado y la sociedad. Procurando una ma-
yor rigurosidad, la política pública representa el enlace
entre la acción gubernativa y las demandas y necesidades
de diversos segmentos poblacionales y sectores sociales,
relación que usualmente constituye la denominada acción
pública.

La esfera de lo público, a su vez, enmarca lo que
la estructura y organización del Estado moderno convino
en llamar lo social, como espacio diferenciado de lo eco-
nómico. Mas, esta distinción no significa que, en rigor, lo
social deje de ser parte de lo público. Es este presupuesto
el que permite comprender que el Estado democrático
moderno, al menos en la dimensión teórica, está concebi-
do sobre la base de la articulación e interdependencia de
las instancias de lo económico, de lo social y de lo políti-
co. La función de creciente predominio de lo económico
en la vida social ha determinado que la política social va-
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ya, progresivamente, transitando de la esfera de lo públi-
co hacia la esfera de lo privado bajo diversos ropajes.

Sin embargo, conviene recordar que la política
social, desde sus orígenes, situó parte de su campo de ac-
ción más allá de los preceptos que sobre lo público estable-
ció el Estado moderno; es decir, las responsabilidades del
Estado respecto de lo social siempre se vieron desbordadas
por la acción y conductas filantrópicas y asistencialistas en
períodos de agudización de las diferencias sociales.

También es preciso recordar, desde una perspec-
tiva más estructural, que en una sociedad de clases, la po-
lítica social tuvo la doble función general de contención
de los latentes desbalances en la concentración de la ri-
queza y de espacio de concreciones redistributivas orien-
tadas hacia el mantenimiento de un cierto nivel de dife-
rencias sociales que el consenso social asumiera como to-
lerables.

Por ello, en el campo de la política pública con-
vergen diversas racionalidades surgidas de lo económico y
de lo social. La racionalidad económica de la sociedad y
Estado capitalistas cuya finalidad última es la generación
de plusvalor y rentabilidad se articula con la racionalidad
asistencial de la política social. Existe, pues, interdepen-
dencias y condicionamientos mutuos de la política econó-
mica y de la política social en el ámbito de lo público; con-
dicionamientos recíprocos que se han modificado en la
medida que el desarrollo expansivo y concentrador del ca-
pital ha determinado la supeditación de lo político y la
política estatal por lo económico privado.

Las transformaciones en la esfera de lo econó-
mico y de sus relaciones con lo público estatal constituyen
el escenario sobre el cual la política social transita de una
racionalidad asistencial y compensatoria hacia una racio-
nalidad asistencialista.
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Las diferencias son enormemente significati-
vas. La razón asistencial procura la neutralización, pro-
gresiva y planificada desde el Estado como garante de
los derechos fundamentales, de las asimetrías económi-
cas y sociales, con una clara conciencia de la diferencia-
ción funcional de las sociedades y sus consecuentes
efectos de estratificación. Lo asistencial está asumido
como una dimensión inevitable de la reproducción so-
cial de matriz capitalista que, además, cumple funciones
de vínculo social.

El asistencialismo supone la pérdida de capaci-
dades y competencias de la acción pública estatal como
producto de un creciente predominio de la instancia y
funciones económicas de carácter privado. La cada vez
más intensa privatización de la producción con las con-
siguientes imposibilidades redistributivas desde el Esta-
do, significa también la apropiación privada de lo públi-
co, característica predominante del proceso de globaliza-
ción económica de la sociedad actual. Con ello, la racio-
nalidad asistencialista no puede sostener ni generar vín-
culo social alguno, excepto el vínculo entre individuo y
mercado.

El asistencialismo, como expresión paradigmá-
tica de la política social actual, se presenta, sin embargo,
recubierto de un complejo y artificioso dispositivo discur-
sivo de carácter instrumental. Son, entonces, las expresio-
nes más reduccionistas de la planificación, implementa-
ción y evaluación las que pretenden justificar las interven-
ciones sociales. Los diagnósticos y prospectivas, los mar-
cos lógicos y las focalizaciones han sustituido a la investi-
gación-explicación y al análisis de las causas y nuevos fac-
tores de la producción de politicidad.

El escenario actual, marcado por la mundializa-
ción creciente de las relaciones sociales, ha estandarizado
discursos así como también formulismos y mecanismos
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de intervención desde las políticas sociales, entre otros
dispositivos. Los condicionamientos globales son tan
fuertes y aparentemente incontestables que las agendas se
configuran sobre las estrategias de focalización de la po-
breza sin que, por otro lado, se cuestione la concentración
intensificada de la riqueza.

Es sobre este conjunto de presupuestos críticos
sobre los que puede desarrollarse un análisis más exhaus-
tivo de la articulación entre política económica y política
social en sociedades empobrecidas y de alta informalidad
institucional, como es el caso de los países de la región an-
dina. Y, desde luego, desarrollar un análisis de las políticas
de infancia, puesto que se encuentran sujetas a la misma
lógica de interacciones descrita.

5. La infancia como núcleo de interés de la
política pública y social

De forma concomitante a una creciente visibili-
zación del fenómeno social de la infancia es necesario ad-
vertir una, también creciente, crisis de la institución fami-
liar y, de modo más general, una crisis de sociedad.

La emergencia de los sectores vulnerables, espe-
cialmente, durante la última década del siglo pasado, se
enmarca en los procesos de globalización y moderniza-
ción neoliberal con la consecuente transformación del Es-
tado y su arquitectura. Como contrapeso discursivo
–¿complemento?– de este proceso, adquiere mayor fuerza
el discurso de los derechos específicos, bajo cuyo manto se
interpela al Estado y a la sociedad en exigencia del reco-
nocimiento y ejercicio de tales derechos.

En la misma dirección, el campo general de las
políticas públicas y de la política social, condicionadas por
las mencionadas transformaciones son objeto de mayores
ampliaciones y diversificación, en parte por las indicacio-
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nes de política supranacionales que han reubicado sus
“nichos” de interés para la cooperación y en parte tam-
bién por las dramáticas secuelas de violencias y abandono
social del que están siendo objeto niños, niñas y adoles-
centes, incluso más allá de su procedencia y condición so-
cioeconómica y cultural.

En esta dirección, la crisis y transformación de
la familia y de la escuela como dos de los espacios decisi-
vos de socialización del niño, determinan la necesidad de
que tanto el Estado como el sector privado y el sector pú-
blico no estatal orienten sus intereses y esfuerzos hacia la
intervención en el campo de niñez y adolescencia.

Puede apreciarse, por una parte, una tendencia
generalizada de la cooperación internacional y del Estado
por cubrir los vacíos de la crisis de la institución familiar
y escolar mediante un muy diverso tipo de intervenciones
en una amplia gama de problemáticas dentro de las cua-
les los niños, niñas y adolescentes aparecen como sus
principales protagonistas.

Por otra parte, es cada vez más notoria la movi-
lización de diversos sectores de la sociedad civil en el ám-
bito de niñez y adolescencia. Asimismo, las aproximacio-
nes, enfoques e intervenciones sobre las problemáticas de
niños, niñas y adolescentes son muy variadas.

Frente a este escenario general brevemente des-
crito, una inicial aproximación crítica enfocada en el tema
de las políticas de infancia tiene que ver con las razones
por las que dichas políticas adquieren una particular pre-
sencia social y especificidad deslindándose cada vez más
del ámbito familiar y centrándose con mayor intensidad
en el niño. De alguna forma, esto podría justificarse por la
misma constatación de la ya mencionada crisis sociofami-
liar, pero, a todas luces, resulta una justificación claramen-
te insuficiente por el enorme y decisivo peso que repre-
senta el “capital filial”16 en el desarrollo del niño.

167



Por otro lado, cabría preguntarse si las políticas
de infancia se sustentan rigurosamente en resultados de
estudios e investigaciones sobre los que quienes conciben,
diseñan y ejecutan las políticas puedan respaldarse. Este
punto constituye una cuestión enormemente problemáti-
ca en el campo de la niñez y la adolescencia porque, sin
duda, en los procesos de relacionamiento e intervención
institucional predominan las representaciones sociales so-
bre las conceptualizaciones acerca de lo que es la infancia
o de lo que es un niño/a.

A diferencia de otros ámbitos y campos del co-
nocimiento, donde la gente piensa más de una vez para
emitir sus ideas, el de niñez y adolescencia es un campo en
el cual todo el mundo cree poseer informaciones y cono-
cimiento y, por lo tanto, sobre el que todos dicen algo. En
parte, esto es cierto debido a la experiencia de haber sido
un niño o una niña; sin embargo, cuando se plantean pro-
cesos de relacionamiento o intervención con niños, sobre
todo en ámbitos particularmente problemáticos, dicha
experiencia resulta insuficiente.

En el campo de las políticas de infancia se preci-
sa, ante todo, una comprensión de la infancia y del niño
como un hecho socialmente producido. Esto significa, en-
tre otras cosas, pensar la complejidad de la infancia en to-
do su entramado de articulaciones y condicionamientos
sociales; es decir, pensar el niño/a en sus particulares con-
textos y relaciones.

Por ello, el proceso de elaboración de las políti-
cas de infancia representa un arduo y complejo desafío
que, más allá de concentrar sus esfuerzos en la racionali-
dad técnico-burocrática, requiere esfuerzos intelectuales
compartidos por actores y sectores ubicados dentro y fue-
ra de la academia y de la institucionalidad de infancia.
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